[image: image1.png]"\ ,)0,1'1'“

M. Cimara de g)iputaclos de la Tlacion

Secretaria Parlamentaria
Direccion de ﬂnjeo’zmac[én Parlamentaria





H. CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACIÓN
33a. Reunión  

1a. Sesión ORDINARIA DE PRORROGA

01/12/2004
Presidencia de los señores diputados Eduardo Oscar Camaño, Eduardo Ariel Arnold y Encarnación Lozano 

Secretarios: Eduardo Daniel Rollano, 
Carlos Guido Freytes y 
Jorge Armando Ocampos 

APERTURA DE LA SESIÓN

Sr. Presidente Camaño.- Con la presencia de 143 señores diputados queda abierta la sesión.

ASUNTOS ENTRADOS

Sr. Presidente Camaño.- Corresponde dar cuenta de los asuntos incluidos en el Boletín de Asuntos Entrados N° 37, que obra en poder de los señores diputados.

Conforme con lo resuelto oportunamente por la Honorable Cámara, se prescindirá de la enunciación de tales asuntos por Secretaría, sin perjuicio de su inclusión en el Diario de Sesiones, y se dará por aprobado el giro a las respectivas comisiones.

Corresponde que la Honorable Cámara pase a resolver respecto de los asuntos que requieren pronunciamiento inmediato del cuerpo, que en su mayoría se refieren a renuncias a las comisiones.

Si hubiere asentimiento, la Honorable Cámara se pronunciará sobre ellos en una sola votación.

-- Asentimiento.

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar si se accede a las peticiones formuladas en cada uno de los asuntos.

-- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- Se procederá en consecuencia.

Se da cuenta de los permisos otorgados por esta Presidencia a los señores diputados por razones de salud.

PLAN DE LABOR

Sr. Presidente Camaño.- Corresponde pasar al término reglamentario destinado a la consideración del plan de labor de la Honorable Cámara.

Por Secretaría se dará lectura del plan de labor propuesto por la Comisión de Labor Parlamentaria.

Sr. Secretario (Rollano).- El plan de labor acordado por la Comisión de Labor Parlamentaria es el siguiente: 

Proyectos que tienen acordada preferencia para su tratamiento con despacho de comisión: 

- Proyecto de ley por el cual se modifica la ley 22.415, de Código Aduanero y la ley 25.603, de disponibilidad de bienes de terceros que se encuentren en depósitos aduaneros (Orden del Día N° 1784; expediente 0057-pe-2004).

- Proyecto de ley en revisión sobre Régimen Regulatorio de la Industria y Comercialización de Gas Licuado de Petróleo (Orden del Día N° 1827; expediente 0140-s-2004)(artículo 81 de la Constitución Nacional).

- Proyecto de ley por el cual se modifica la ley 24.193, de transplante de órganos y material anatómico humano (expediente 0058-pe-2004).

- Código Procesal Penal de la Nación sobre régimen excarcelatorio. Modificación (Orden del Día N° 1314; expediente 0083-s-2004)(artículo 81 de la Constitución Nacional).

- Proyecto de ley en revisión por el cual se modifica la ley 23.737, de estupefacientes (Orden del Día N° 1853; expediente 0141-s-2004).

- de ley. Ley de impuesto a las ganancias. Regímenes previsionales especiales. Modificación (Orden del Día N° 1588; expediente 0011-pe-2004).

- de ley. Reactivación de los talleres ferroviarios ubicados en La Plata, provincia de Buenos Aires (Orden del Día N° 774; expediente 5110-d-2003).

- de ley. Ley 20.744 de Contrato de Trabajo. Modificación (Orden del Día N° 1116; expediente 5014-d-2004).

- de ley. Rehabilitación de trabajadores dependientes que perciben haberes por invalidez. Establecimiento (Orden del Día N° 1284; expediente 5013-d-2004).

- de ley. Ley 25.827 de presupuesto general de la administración nacional 2004. Modificación de sus artículos 12 y 13 (Orden del Día N° 1731; expediente 3501-d-2004).

- de ley. Incorporación del artículo 48 bis a la ley 24.522, de concursos y quiebras (expediente 1342-d-2004).

- de ley. Establecimiento de un impuesto con afectación específica al desarrollo de proyectos de infraestructura y/o a la eliminación o reducción de los peajes existentes, aplicable hasta el 31 de diciembre de 2010 y otras cuestiones conexas (Orden del Día N° 1878; expediente 0056-pe-2003).

Proyectos de ley sin disidencias ni observaciones: 

- Régimen que prohíbe en todo el territorio de la Nación la fabricación, ensamblado e importación de pilas y baterías primarias, con forma cilíndrica o de prisma, comunes de carbón-zinc y alcalinas de manganeso, con agregado intencional de mercurio y contenido de cadmio y plomo (Orden del Día N° 1599; expediente 3882-d-2003).

- Código Penal. Modificación del artículo 16, sobre plazo de extinción de las penas privativas de la libertad de carácter perpetuo (Orden del Día N° 1620; expediente 3149-d-2004).

- Ley 14.072, de ejercicio de la medicina veterinaria. Modificación (Orden del Día N° 1626; expediente 3663-d-2004).

- Ley 24.946 de Ministerio Público. Modificación (Orden del Día N° 1668; expediente 0839-d-2004).

- Balance social para el sector público nacional (Orden del Día N° 1674; expediente 4783-d-2004).

- Capital Nacional del Cooperativismo a la ciudad de Sunchales, provincia de Santa Fe. Institución (Orden del Día N° 1738; expediente 3602-d-2004).

- de ley. Ley 23.413, sobre detección precoz de enfermedades en los recién nacidos. Modificación (Orden del Día N° 1661; expediente 5842-d-2004).

- de ley. Institución del día 25 de septiembre como Día de los Mártires del Movimiento Obrero Argentino (Orden del Día N° 1653; expediente 6094-d-2004).

- de ley. Modificación al Código Penal sobre delito de homicidio (Orden del Día N° 1861; expediente 5933-d-2004).

- de ley. Ley 4.055 sobre competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Modificación (Orden del Día N° 1783; expediente 4609-d-2004).

- de ley en revisión sobre transferencia a título gratuito de un inmueble a favor de la Facultad Regional de Tucumán de la Universidad Tecnológica Nacional (expediente 0120-s-2004).

- de ley. Tratamiento del IVA en las locaciones de obra y trabajos en general con destino a la construcción de viviendas de acuerdo a la ley 21.581, con anterioridad al 5 de octubre de 1980. Aceptación de las modificaciones introducidas por el Honorable Senado (Orden del Día N° 1673; expediente 2578-d-2003).

- Moneda con la imagen de Ricardo Balbín en conmemoración del centenario de su nacimiento. Impresión 

(Orden del Día N° 1720; expediente 0147-s-2004).

Proyectos de resolución o declaración sin disidencias ni observaciones: órdenes del día números 1616 y 1617; 1619; de 1621 a 1623; 1625; de 1627 a 1632; de 1634 a 1637; 1639 y 1640; de 1642 a 1645; 1647; 1650 y 1651; de 1654 a 1660; de 1663 a 1665; 1669 y 1670; de 1675 a 1678; de 1681 a 1685; de 1687 a 1696; 1698; de 1700 a 1719; de 1721 a 1730; de 1733 a 1737; 1739; 1869; 1662; 1877; 1652; 1633; 1768; 1732; 1749; 1809; 1851; 1817; 1777; 1649; 1780; 1767 y 1751.

- de resolución. Decimocuarta edición del Torneo Infantil de Fútbol Amistad de Oro, a realizarse del 12 al 19 de diciembre de 2004 en la provincia de Córdoba. Declaración de interés parlamentario (expediente 7706-d-2004).

- de declaración. Preocupación por los acontecimientos políticos que se desarrollan en Ucrania luego de la segunda vuelta de los comicios presidenciales celebrada el 21 de noviembre pasado (expediente 7744-d-2004).

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el plan de labor

propuesto por la Comisión de Labor Parlamentaria.

Tiene la palabra la señora diputada por Buenos Aires.

Sra. Camaño, Graciela.- Señor presidente: en la página 2 del temario propuesto por la Comisión de Labor Parlamentaria figura el Orden del Día N° 1588, referente a una modificación de la ley de impuesto a las ganancias. 

Existía una disidencia presentada por la señora diputada María América González. Creemos que el presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda ha acordado al respecto una modificación del texto, lo que permitiría incorporar la iniciativa entre las que no presentan disidencias ni observaciones.

El nuevo texto, correspondiente al último párrafo del artículo 1°, sería el siguiente: "Exclúyese de esta definición a los regímenes diferenciales dispuestos en virtud de actividades penosas o insalubres, determinantes de vejez o agotamiento prematuros y a los regímenes correspondientes a las actividades docentes, científicas y tecnológicas y de retiro de las fuerzas armadas y de seguridad."

Esto está acordado, por lo que se podría pasar la iniciativa al conjunto de las que no presentan disidencias ni observaciones. 

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia requiere contar con la aprobación del cuerpo. Observo que la señora diputada María América González está asintiendo desde su banca. 

Tiene la palabra el señor diputado por Catamarca.

Sr. Pernasetti, Horacio Francisco.- Señor presidente: con la modificación que ha leído la señora diputada Camaño, retiramos la objeción de un miembro de nuestro bloque, y estamos de acuerdo en que la iniciativa se incluya entre las que no presentan disidencias ni observaciones. 

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. Macaluse, Eduardo Gabriel.- Señor presidente: nosotros también habíamos hecho el mismo planteo ayer en la Comisión de Labor Parlamentaria, pero la compañera María América González nos dice que el problema está salvado, por lo que no tenemos inconveniente en que se trate el proyecto con aquellos que no tienen disidencias ni observaciones. 

Sr. Presidente Camaño.- Entonces, se procederá de esa forma y se votará la iniciativa junto con todos los proyectos que no presentan disidencias ni observaciones.

Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Garre, Nilda Celia.- Señor presidente: no he escuchado bien -quizás por un déficit de audio en el recinto, por lo que solicito que se suba el volumen-, si en el plan de labor figura el Orden del Día N° 1099, cuya inclusión solicité ayer en la reunión de la Comisión de Labor Parlamentaria.

Sr. Presidente Camaño.- Si no me equivoco, se había acordado poner aparte ese orden del día a efectos de que la Cámara conociera el proyecto y lo votara.

Sra. Garre, Nilda Celia.-.- Se habló de incluir el orden del día en el plan de labor votándolo por separado y yo pretendía que se hiciera nominalmente. 

Sr. Presidente Camaño.- La Presidencia informa a la Honorable Cámara que la señora diputada se refiere a un proyecto de resolución por el que se prohíbe fumar en el ámbito del recinto. (Aplausos.)

Señora diputada: ¿usted desea que la votación se practique en forma nominal o mecánica?

Sra. Garre, Nilda Celia.- Solicito que la votación sea nominal, señor presidente.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Esain, Daniel.- Señor presidente: comparto ampliamente el proyecto que ha presentado la señora diputada Garré; lo considero legítimo, pero solicitaría que pase a comisión a efectos de analizar de qué manera se puede compatibilizar esta situación con la de aquellas personas que fuman en el recinto. Pienso que este tema podría ser discutido en ese ámbito, razón por la cual hago moción de que el asunto pase a comisión.

-- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. Presidente Camaño.- Si creamos un salón para fumadores y otro para no fumadores se van a mezclar los bloques. (Risas.)

En virtud de que el asunto figura en el plan de labor, el cuerpo se pronunciará sobre la iniciativa en el momento de su tratamiento.

Se va a votar el plan de labor.

-- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- Queda aprobado el plan de labor.

MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO ADUANERO Y DE LA LEY DE DISPONIBILIDAD DE BIENES DE TERCEROS QUE SE ENCUENTREN EN DEPÓSITOS ADUANEROS

Orden del Dia 1784

Sr. Presidente Camaño.- En consideración en general.

Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. Iglesias, Roberto Raúl.- Señor presidente: el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo forma parte del denominado Plan Antievasión II. El gobierno nacional ha formulado una propuesta que incluye la modificación, sustitución o derogación de artículos de las leyes 22.415 -Código Aduanero- y 25.603 -sobre comercialización de mercaderías en rezago-, agregando a la vez normas relacionadas con las mercaderías falsificadas.

-- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1° de la Honorable Cámara, don Eduardo Ariel Arnold.

Sr. Iglesias, Roberto Raúl.- Es decir, se trata de lo relativo a mercaderías "pirata" o marcas de fábrica o comercio falsificadas o que vulneran otros derechos de propiedad intelectual e industrial, propiedad de comercio, etcétera.

Durante el examen de este proyecto de ley se convocó especialmente a las autoridades nacionales involucradas, esto es, la Dirección Nacional de Aduanas, la AFIP y especialmente a las organizaciones vinculadas con el comercio exterior, es decir, la Cámara Argentina de Comercio, la Cámara de Exportadores e Importadores de la República Argentina, el Centro de Despachantes de Aduana y el Instituto Argentino de Estudios Aduaneros.

Esta norma fue enviada por el Poder Ejecutivo y con posterioridad las autoridades, con mucha sensatez, decidieron hacer una ronda de consultas con las organizaciones que he mencionado. Por lo tanto, la comisión decidió esperar a que se lograra el más amplio consenso entre la Dirección General de Aduanas, la AFIP y las organizaciones y entidades representativas del sector privado. 

Una vez logrados estos acuerdos, los legisladores integrantes de las comisiones competentes trabajamos en ellos y convocamos nuevamente a las autoridades nacionales y a las organizaciones intermedias a efectos de buscar mecanismos tendientes a ampliar dichos consensos, que no se habían logrado en su totalidad en el ámbito de la comisión, donde se trabajó con el Poder Ejecutivo nacional.

Así fue como aquellos artículos que habían sido consensuados se sometieron a estudio y luego se aceptaron en virtud de los fundamentos expuestos por ambas partes. En relación con los otros artículos, la comisión tomó conocimiento de la postura de ambas partes, decidió estudiarlos y en función de ello propuso modificaciones, que en definitiva se consensuaron finalmente en el ámbito de la comisión.

Cabe aclarar que no es fácil alcanzar un acuerdo en esta materia, ya que se trata de leyes por las que se pretende imponer un control más severo sobre el contrabando y brindar una mayor eficacia en todo lo relacionado con los servicios aduaneros. No obstante, en función de esto tomamos la decisión de seguir el criterio adoptado por la AFIP y por la Dirección General de Aduanas, salvaguardando el interés de los usuarios de los servicios aduaneros.

El proyecto cuya aprobación se propone a la Honorable Cámara consta de tres títulos fundamentales. El primero de ellos -que concentra gran cantidad de normas que se modifican- se refiere específicamente a normas relativas a las facultades propias del servicio aduanero. Estas propuestas de modificación se vinculan con las formalidades y consecuencias en materia de declaración de importación y exportación. Se refieren también a sanciones aplicables a los distintos delitos por contrabando y a las infracciones a los procedimientos aduaneros.

En relación con lo que he mencionado en primer término -las facultades del servicio aduanero-, se proponen algunas modificaciones en los artículos relacionados con los instrumentos de control y medición, y se autoriza al servicio aduanero a inhabilitar preventivamente aquellos instrumentos de medición que tengan irregularidades, hasta tanto sean subsanadas.

Otro artículo no menos importante faculta al servicio aduanero a clausurar por un término no mayor de diez días hábiles aquellos domicilios, residencias y moradas en el territorio aduanero general. Es decir, cuando hayan traspasado los controles aduaneros, el organismo puede producir la clausura preventiva con notificación inmediata al juez de turno, a efectos de salvaguardar los intereses de aquellos que utilizan el servicio aduanero y que puedan ser injustamente sospechados de que se está produciendo alguna anomalía en sus locales. Esto va en consonancia con las atribuciones que ya tiene la otra dirección de la AFIP, la Dirección General Impositiva, de allanar y registrar, con autorización judicial, precisamente aquellos locales, dependencias y/o depósitos en los cuales se interprete que hay vinculación directa con el contrabando.

Otro aspecto que también se torna relevante y que propone modificar esta iniciativa tiene que ver con las declaraciones de importación y de exportación. En las modificaciones a estos artículos se detallan claramente las formalidades que se deben seguir en las declaraciones de importación y de exportación. Todo esto está regido por el principio de que es el interesado quien bajo su responsabilidad debe aportar los elementos necesarios para que la Aduana haga la verdadera valoración de esas mercaderías a los efectos de asignar los códigos respectivos.

Corresponde destacar también que por primera vez en la normativa se contemplan las referencias a declaraciones realizadas por medios informáticos. Como es sabido, la Dirección Nacional de Aduanas está perfeccionando el servicio informático, lo que lo torna indudablemente más eficiente y rápido, tanto para su control como para que aquellos que lo utilizan tengan la posibilidad de clasificar su mercadería por medio del servicio informático.

Asimismo, ante la confusión que se pudiera presentar al usuario al no poder determinar bien la codificación de su mercadería, la norma le posibilita acudir al servicio aduanero para que, en función de la declaración, éste le otorgue el código adecuado para la clasificación de la mercadería. 

Además, a partir de esta propuesta se permite la constitución, ampliación, modificación, sustitución y cancelación de garantías por medios electrónicos, lo que también brinda rapidez al servicio.

En estas modificaciones a su vez se amplían los límites establecidos para la presentación de autodenuncias, es decir, se permite la autodenuncia una vez que la mercadería haya pasado por los controles. Como es sabido, el servicio aduanero tiene inmediata clasificación por medio de tres controles distintos. El verde indica que la mercadería no tiene ningún tipo de control; el naranja que se controla solamente la documentación, y el rojo que se controla la documentación y también la mercadería.

Ya ingresada la mercadería al territorio aduanero general, el usuario del servicio puede encontrar modificaciones en las declaraciones realizadas, y este servicio de autodenuncia, si la Aduana no ha iniciado ninguna instrucción, le permite hacer la autodenuncia y acceder al beneficio de resolver incorrecciones que a veces se producen y que en otros casos terminan constituyendo una infracción o un delito.

Por el título I se aumentan las penas actualmente previstas para el delito de contrabando. Esto responde a que ha habido una desactualización de tales penas en función del proceso devaluatorio económico que ha sufrido nuestro país. Sin embargo, también es necesario destacar que se modifica la modalidad del delito de contrabando calificado, transformándolo en no excarcelable mientras dure el proceso. 

A los efectos de imprimir mayor prontitud a las distintas instancias, tanto administrativas como judiciales que contempla la ley, se modifican los límites entre el contrabando mayor y el contrabando menor: se aumenta de cinco mil a cien mil pesos, salvo para el caso del tabaco, que se incrementa a treinta mil. Esto permite que seresuelvan en sede administrativa una serie de circunstancias que antes recargaban directamente el trabajo de la Justicia. 

En los procedimientos aduaneros también se elevan los montos de las cuestiones contenciosas, a efectos de resolver más rápidamente las infracciones.

Uno de los temas de discusión es el que elimina el efecto suspensivo de los recursos de impugnación presentados por el exportador contra el reclamo de devolución de sumas pagadas previamente por la Aduana en concepto de estímulo a la exportación y contra las multas automáticas.

Tengo que ser honesto en este sentido y decir que esto ocasionó muchas dudas en la comisión, por cuanto la cuestión se refiere a aquellos exportadores que reciben estímulos a las exportaciones y, en un momento dado, la Aduana detecta que ha cometido un error y exige la inmediata devolución de los estímulos.

En definitiva, la comisión tomó posición por el criterio que sustentaba el Poder Ejecutivo, sabiendo que la cuestión planteaba dudas. Finalmente, la solución da mayor eficiencia y rapidez, sobre todo en cuestiones vinculadas con reclamos por sumas que la Aduana considera que han sido pagadas indebidamente.

También es importante destacar que se asimila el proceso de ejecución fiscal de las deudas aduaneras al procedimiento de ejecución de las deudas impositivas. El criterio es que la Dirección General Impositiva y la Dirección General de Aduanas no deberían tener normativas distintas, sobre todo en algunos de sus procedimientos. Por ello, creímos que era conveniente compatibilizar las normativas de ambas direcciones generales. 

Por el título II del proyecto se modifica el artículo 6° de la ley 25.603, por el que el servicio aduanero podrá realizar la venta de mercadería bajo su custodia que se halla sujeta a proceso tanto administrativo como judicial. 

La Aduana tiene infinidad de depósitos atestados de mercaderías que están sometidas a procesos administrativos o judiciales, que en general son de larga resolución. Entonces, cuando la Aduana tiene que disponer de esas mercaderías, ya carecen de importancia o han perdido valor.

En definitiva, la Aduana soporta un alto costo por el mantenimiento de esta situación. Entonces, con la modificación de esta iniciativa, se permite la venta en forma directa, resguardando las pruebas, debiendo la Aduana notificar a la autoridad judicial o administrativa que corresponda, dependiendo de quien sea competente en la causa, a fin de que ésta indíque en plazo de diez días, la muestra representativa de la mercadería secuestrada que deberá conservar para asegurar la prueba del proceso.

También se exige que se conforme un fondo con el importe de la venta, a fin de resguardar el interés del importador o exportador afectado, en caso de que la Aduana pierda la demanda.

El tercer punto que trata esta iniciativa también es importante, porque se refiere no sólo a preservar los derechos de autor y a actuar en contra de la mercadería falsificada, sino que también resguarda los derechos del consumidor, que muchas veces consume mercaderías que creeque son de una calidad y en definitiva son de otra, lo cual no sólo afecta a los titulares de los derechos sino fundamentalmente al propio consumidor.

Mediante la ley 24.425 la República Argentina puso en vigencia un acuerdo sobre aspectos de los derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio, incluido en el Anexo I B del acta final, en el que se incorporan los resultados de las negociaciones comerciales internacionales del GATT de la Ronda Uruguay. Este acuerdo establece niveles mínimos de protección para los países participantes. Allí se comprometen a asegurar y proteger los derechos de autor y derechos conexos, las marcas de industria y comercio, las denominaciones de origen e indicaciones geográficas, las patentes, los dibujos, los modelos industriales, los esquemas de trazado y la información no divulgada. Reitero que la Argentina participa y adhiere a este tratado.

Quiero hacer una referencia para que se tome conciencia de la importancia de este artículo. La Organización Mundial de Aduanas considera que el comercio ilegítimo de mercaderías, marcas de industria, etcétera, alcanza anualmente en el mundo la suma de 450 billones de dólares. Esta cifra representa entre el 5 y el 7 por ciento del comercio mundial. Ello demuestra la trascendencia que tiene este tráfico ilegal de mercaderías, cuyos fondos muchas veces también son utilizados para otros fines igualmente ilegales. 

Por eso, en esta normativa se establece que la Aduana prohibirá el ingreso de aquellas mercaderías que considere falsificadas. 

Existe un proceso posterior donde aquellos que quieran resguardar sus derechos lo pueden hacer ante la jurisdicción judicial que corresponda. Además, se establece que aquellas mercaderías respecto de las cuales la Aduana tenga dudas podrán ser retenidas preventivamente por ella notificando al titular del derecho. En caso de que éste haga uso de ese derecho se podrá presentar ante la Justicia competente para reclamar por los derechos que él considere vulnerados o violados. Si el titular no se presenta o no ejerce sus derechos, la Aduana no puede retener la mercadería por un lapso mayor al que establece la ley, pero en protección de los derechos del consumidor deberá avisar a la repartición competente en materia de defensa del consumidor a los efectos de que tome nota. Esto es en el caso de que el titular del derecho vulnerado no inicie el reclamo correspondiente en un tiempo prudencial, librándose la mercadería al territorio de nuestro país. De este modo, en definitiva, estaríamos vulnerando los derechos del consumidor que a lo mejor en este caso estaría consumiendo mercadería de una calidad diferente a la estipulada.

He tratado de dar un breve pantallazo de esta norma que consideramos de suma importancia en materia de transformaciones que debe producir nuestro país. Para ello es necesario trabajar firmemente a efectos de incluir importantes modificaciones que vayan en beneficio de las transformaciones que el país necesita.

La comisión trabajó rápidamente. Este proyecto ingresó a esta Cámara el 30 de septiembre. Durante el mes de octubre -es decir, con posterioridad a la remisión de esta iniciativa - la Aduana y la AFIP decidieron convocar a aquellas organizaciones que tienen participación directa en aquellos temas que se vinculan con este proyecto de ley. Durante un mes trabajaron y la comisión les dio el tiempo necesario para que en ese lapso se buscaran consensos. Con posterioridad, al mes siguiente, se convocó a las partes interesadas a los efectos de hacer una mejor evaluación, y prácticamente en un mes se llegó a una decisión que creemos que es sensata y que va a ser de mucha utilidad en el combate -manifestado por el Poder Ejecutivo nacional- contra la evasión, el contrabando y sus actividades conexas. Fundamentalmente, se busca la eficiencia en todo lo que tenga que ver con las importaciones y exportaciones de nuestro país. 

Quiero dejar sentado esto porque en mi corta experiencia en esta Cámara durante este año he escuchado largos debates en los cuales lamentablemente no se han tocado temas de fondo. Los debates se han dirigido al tema de la calidad institucional, algo que no deberíamos estar discutiendo. 

Los más intensos debates han tenido que ver con la cesión de facultades al Poder Ejecutivo, que otorgan yo diría un poder inútil, arbitrario y absoluto. 

El oficialismo ha utilizado como latiguillo la frase "no se nos pongan trabas", y ha fundado sus pedidos en esto. En lo que a mi bancada compete hemos aprendido de los errores que la Argentina y sobre todo la dirigencia política han cometido, y por eso hemos puesto de manifiesto todo el énfasis y el valor que tienen las leyes, muchas de las cuales han sido solicitadas con premura por parte del Ministerio de Economía, de la Administración Federal de Ingresos Públicos y de la Aduana, en particular. Esto ha sido así con este proyecto de ley que no sólo es un pedido del Poder Ejecutivo sino también un proyecto que compartimos y sobre el cual debemos trabajar. 

Hubiese querido que usáramos el tiempo en la modificación de esta y otras leyes y no en esta delegación absurda de funciones que creo que nada bien le hará al país. Hubiera sido mejor utilizar este tiempo en discutir, por ejemplo, los marcos regulatorios de los servicios públicos, algo tan necesario; el plan antievasión; el plan de lucha contra el contrabando; la reforma tributaria; la reforma del sistema jubilatorio y la ley de coparticipación. 

Creo que estos son los temas fundamentales en los que debemos trabajar, y mi bloque específicamente lo va a hacer con todo ahínco, porque creemos que son los temas necesarios, para que no sea sólo la devaluación el único atributo que tengamos para mostrar en este nuevo período en el que ingresó la Argentina. Aspiramos a que de una vez por todas nuestro país se ponga a trabajar en los temas que tiene pendientes y demostremos que este es un país en serio. (Aplausos.)

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra la señora diputada por Mendoza.

Sra. Fadel, Patricia Susana.- Señor presidente: no coincido con las palabras finales del señor diputado Iglesias. Quiero hacer un reconocimiento al presidente de la Comisión de Economía porque ha puesto toda la voluntad para que este proyecto de ley saliera adelante. Entendió que era un proyecto necesario para el Poder Ejecutivo y por ende puso toda su voluntad y trabajo para que saliera aprobado con el consenso de la comisión. Por eso es que quiero hacer un agradecimiento explícito al presidente de la comisión por tanto trabajo efectuado.

El comercio internacional contemporáneo se ha transformado en una actividad central para países y regiones. Las políticas comerciales no responden hoy en día solamente a decisiones de carácter interno.

En este nuevo escenario instituciones de vieja prosapia, como las aduanas, experimentan cambios cualitativos y trascendentes. El control de paso y el control de pago de las mercaderías, objeto de tráfico internacional, se vuelve una actividad desregulada y el llamado control day to day es reemplazado por un control inteligente e informatizado.

Al enfrentar estos nuevos desafíos que impactan objetos, sujetos y mercados, el derecho debe modernizarse modificando sus instrumentos y mecanismos. En otras palabras, el viejo derecho aduanero que privilegiaba el control de paso de las mercaderías ha cambiado y se ha internacionalizado.

La experiencia internacional comparada indica que el tributo aduanero pasa a ser el regulador de los intercambios y su fisonomía se tecnifica y globaliza. El derecho emergente de los tratados internacionales -como el ex GATT, hoy Organización Mundial de Comercio-, el Consejo de Cooperación Aduanera, con sede en Bruselas, y los acuerdos regionales de integración, reemplazan y enriquecen el derecho aduanero de los ordenamientos internos.

En este contexto surge revitalizado el derecho tributario aduanero, que bajo la Dirección General de Aduanas, dependiente de la Administración Federal de Ingresos Públicos, como organismo descentralizado del Ministerio de Economía, se une a la política fiscal en forma integral.

Es decir que un tributo aduanero no es independiente del extendido impuesto al valor agregado o del impuesto a las ganancias, que actúan en los nuevos sistemas integrados mundiales. Así se trata de establecer una política integral de ingresos de la que el tributo aduanero sea un elemento más en el control de las empresas y operadores del comercio internacional.

En este nuevo escenario la Aduana deja de ser un ente autónomo, coto de los burocratismos y sobrerregulado, para incorporarse a la política tributaria general.

El presente proyecto de ley está destinado a operativizar los cambios internacionales y a prevenir el delito de contrabando y por ello se ha denominado como Plan Antievasión II.

Las comisiones de Economía y de Presupuesto y Hacienda llevaron a cabo la consideración de estas cuestiones y han agregado valor en el mensaje 57 y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el cual se modifica el Código Aduanero, la ley 22.415 y sus modificatorias, y la ley 25.603, referida a la disponibilidad de bienes de terceros que se encuentran en depósitos aduaneros. Se alcanzó un dictamen de consenso en una discusión enriquecedora que -como bien ya se dijo- contó con la participación del sector privado y de la Administración Federal de Ingresos Públicos.

El presente proyecto de ley se divide en cuatro títulos y está integrado por 48 artículos. Específicamente el título I de este proyecto contiene 43 artículos orientados a modificar el Código Aduanero, la ley 22.415 y sus modificatorias. El objeto de esta modificación es prevenir y reprimir de manera eficaz el delito de contrabando adecuando multas y sanciones, optimizar los recursos humanos y materiales de la Aduana en su interacción con la justicia interviniente, legalizar la informatización de la documentación aduanera permitiendo un control no intrusivo de las operaciones, generar responsabilidades compartidas en los administrados -en lo referido a las declaraciones- y ampliar las facultades de la Dirección General de Aduanas asimilándolas al procedimiento tributario de la ley 11.683, que rige en materia de impuestos, multas y clausuras.

En este último sentido el artículo 1° del presente proyecto de ley autoriza a la Aduana a inhabilitar preventivamente los instrumentos de medición y de control de bienes utilizados en operaciones de comercio exterior ante la detección de irregularidades.

Esto se repite en el artículo 2° para incorporarlo en el artículo 123 de la ley 22.415 con el fin de evitar subdeclaraciones en lo que a instrumentos de medición se refiere. 

El artículo 3° del proyecto habilita a la Dirección General de Aduanas a clausurar en la zona secundaria aduanera y la faculta a realizar allanamientos, previa autorización judicial, en depósitos, locales, oficinas, moradas, residencias o domicilios, o incautación de documentación cuando estuviere directa o indirectamente vinculada con el tráfico internacional de mercaderías.

Los artículos 4° a 19 establecen límites a las posibilidades de modificación de datos en los trámites que realizan los despachantes de aduana, específicamente cuando se utiliza el sistema informático María y se aplican canales de selectividad inteligentes para controlar mercaderías. 

Particularmente, el presente proyecto de ley legaliza el uso de medios informáticos para la confección de la declaración aduanera, es decir, los documentos orientados a las operaciones de importación, importación temporaria, exportación y exportación temporaria, asignando responsabilidades al administrado respecto de la veracidad y exactitud de los datos consignados en las declaraciones. En ese sentido podemos afirmar que la AFIP no solamente persigue un control no intrusivo en lo que a datos se refiere, sino que más bien procura legalizar el uso de medios electrónicos o magnéticos para dar mayor celeridad o seguridad al trámite de garantías de operaciones al comercio exterior. 

Así mismo, el artículo 22 presenta una novedad al incorporar -vía su inclusión en el artículo 863 del Código Aduanero- a los oleoductos, gasoductos, poliductos y redes de tendido electrónico como medios de transporte, de manera de poder fijar el valor imponible de la mercadería exportada, incluyendo los gastos totales hasta el lugar físico desde donde ya no se puede derivar al mercado interno. 

Por medio de los artículos restantes -23 a 43- que completan el título I del presente proyecto, podríamos afirmar que se elevan las penas de prisión de dos a ocho años por las distintas formas de contrabando o de operaciones fraudulentas de exportación e importación -artículo 23-; a quien importare o exportare mercaderías en horas o por lugares no habilitados -inciso a) del artículo 24-; realizare cualquier acción u omisión que dificultare el control del servicio aduanero -inciso b) del artículo 24-; presentare una autorización especial, licencia arancelaria o certificación expedida contraviniendo las disposiciones legales -inciso c) del artículo 24-; ocultare, disimulare o sustituyere parcial o totalmente mercadería sometida al control aduanero -inciso d) del artículo 24-; o simulare una operación o una destinación con la finalidad de obtener un beneficio económico, -inciso e) del artículo 24-.

Por el artículo 25 del presente proyecto las penas previstas para los delitos antes expuestos se incrementan de 4 a 10 años para asociaciones ilícitas de tres o más personas, y además se tipifican las distintas modalidades de contrabando.

Es importante destacar que originariamente el Código Aduanero no contemplaba en su artículo 867 la aplicación de la eximición de prisión ni la excarcelación, como tampoco la condena de ejecución condicional en los casos de contrabando calificado y contrabando de estupefacientes. Sin embargo, esto fue modificado por la ley 23.353, publicada en el Boletín Oficial el 10 de septiembre de 1986, que sustituía los artículos 865 y 866, a la vez que derogaba el artículo 867, tipificando el delito de contrabando en el Código Aduanero.

Es decir que el presente proyecto de ley retrotrae al criterio anterior a través de la elevación de la pena privativa de la libertad como efecto disuasivo del contrabando agravado.

En otro orden de cosas, el artículo 26 prevé multas para los empleados de Aduana, penando los casos en que se ejercitare indebidamente la función de verificación, valoración, especificación, clasificación, inspección u otros vía el artículo 26, inciso a), como en los casos en que se libraren indebidamente licencias o tratamientos especiales como en el artículo 26, inciso b), siempre que en tales actos u omisiones mediare negligencia manifiesta que hubiere posibilitado la comisión del contrabando o su tentativa. 

Asimismo el despachante de Aduana, sujeto estratégico de la modernización del comercio exterior argentino, se presenta en el artículo 27, dado que este artículo reprime con multas de 5.000 a 50.000 pesos a los despachantes de Aduana y otros agentes auxiliares por sus responsabilidades respecto del perjuicio al fisco o irregularidades en las operaciones. 

El artículo 28 apunta a valorar las mercaderías que fueran objeto de delito, siempre y cuando éstas no pudieran ser aprehendidas como determinadas, asignándose valores que van desde 500 pesos por cada bulto o tonelada, 5.000 por cada contenedor de 20 pies y 10.000 pesos por cada contenedor de 40 pies. 

Por su parte el artículo 29 contempla la reducción de las penas en materia pecuniaria frente a las rectificaciones que el responsable pudiera realizar.

El artículo 31 contempla la figura del contrabando menor cuando el valor de plaza de la mercadería es menor a los 100.000 pesos o 30.000 pesos para el caso del contrabando de cigarrillos, previendo la aplicación de multas de dos a diez veces el valor en plaza de la mercadería y el decomiso de ésta. 

Sin embargo, esta figura se atenúa a través del artículo 32, ya que tipifica como delito cuando la mercadería formare parte de una cantidad mayor, tal como se establece en el inciso a), o cuando el imputado hubiera sido condenado por sentencia firme por los delitos previstos en el Código Aduanero. 

El artículo 34 versa sobre los casos de dispensa en el pago de los tributos por causales de siniestro, caso fortuito o fuerza mayor, o en el supuesto de rectificación de declaración debidamente justificada, dejando de lado su consideración a los efectos punibles. 

Los artículos 35 y 36 incorporan las multas dinerarias frente a las transgresiones que no constituyeran hechos severamente penados, previendo multas que van desde los 500 hasta los 10.000 pesos. Se trata aquí de los casos previstos en el artículo 37 del presente proyecto de ley, que incluyen informes inexactos al servicio aduanero, denegación de informes o documentación ante la requisitoria del servicio aduanero o casos que entorpezcan o impidan la acción del servicio aduanero. 

El artículo 38 contempla incorporar en el Código Aduanero los casos de transgresión a sus normas siempre y cuando afecten el control aduanero o produzcan un perjuicio fiscal con multas que van de los mil a los 10.000 pesos. 

El artículo 39 contempla el resguardo de los recursos de apelación judicial -jueces nacionales en lo contencioso-administrativo de la Capital Federal y jueces federales en el interior- frente a las decisiones administrativas, siempre y cuando se cuestionaren multas superiores a los 2.000 pesos. 

Aquí llegamos al artículo 40, al que hacía referencia el señor diputado Iglesias, que acota el efecto suspensivo previsto en el artículo 1.058 de la ley 22.415, frente a la interposición de la impugnación que pueda presentarse ante el acto administrativo. 

La modificación realizada al artículo 1.053 del Código Aduanero dispone que tramitan por este procedimiento las impugnaciones contra los actos por los cuales en el inciso a) se dice: "Se liquidarán tributos aduaneros en forma originaria o suplementaria, excluidas las resoluciones condenatorias del procedimiento para infracciones que contengan una liquidación tributaria".

En orden a la inquietud planteada por algunos actores en relación con la modificación del efecto suspensivo a que alude el artículo 1.058 del Código Aduanero -mencionado específicamente por algunos miembros de la comisión-, debe señalarse que en la elevatoria del proyecto, con opinión del doctor Oscar Vicente, director Nacional de Impuestos, dicha modificación se sustenta en la circunstancia de que tal aspecto constituye una medida de 

política legislativa cuya adopción o rechazo queda librado al criterio de la autoridad que intervenga en el trámite parlamentario del proyecto. 

Asimismo, debe señalarse que en el caso se persigue la plena fuerza ejecutoria de las decisiones aduaneras sin que la impugnación administrativa provoque una dilación y con ello se quite vigencia al principio de ejecutoriedad del acto administrativo que surge del artículo 12 de la ley nacional de procedimiento administrativo. En este sentido, en la propia exposición de motivos del Código Aduanero, al comentarse el mentado artículo 1.058 se señala que se está consagrando una excepción al principio de ejecutividad.

En definitiva, la modificación que se propicia implica la aplicación de un principio que constituye una regla en el derecho público y que consiste en la presunción de legalidad del acto administrativo que consagra el orden jurídico argentino.

Por otra parte, la cuestión relativa al alcance o forma de concesión de un recurso no puede considerarse de modo alguno como una decisión que afecte o vulnere derechos o garantías constitucionales, y en este sentido, entendemos que se trata de compatibilizar -en el diseño de los procedimientos legales- los principios del derecho público y los intereses particulares en orden al bien común.

En esta inteligencia, la medida propiciada no afecta el pleno ejercicio de derechos de raigambre constitucional, como el derecho a ser oído, obteniéndose, por otra parte, el resguardo de la renta fiscal para compatibilizar los intereses en pugna, desde la óptica del bien común.

En otro orden de cosas, el artículo 41 somete a la aprobación de la Dirección General de Aduanas la desestimación de denuncias -inciso a) de dicho artículo- o la atenuación de las penas -inciso b)- siempre que éstas tuvieren por objeto un importe superior a los 5.000 pesos.

El artículo 42 del presente proyecto de ley remite nuevamente a los procedimientos y modalidades establecidos por la ley de procedimiento tributario, resultando de aplicación supletoria las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para los aspectos no reglados o contemplados en aquélla o en este código. Esto último hace a la agilización de ejecuciones judiciales por deudas aduaneras.

Por último, el artículo 43 incorpora la certeza respecto del domicilio fiscal del contribuyente, manteniendo dicho carácter a los fines de la ejecución fiscal, siendo válidas y eficaces las notificaciones y diligencias que en él se practicaran.

Por su parte, el título II del presente proyecto de ley modifica la ley 25.603, de disponibilidad de bienes de terceros que se encuentren en depósitos aduaneros, a través de los artículos 44 y 45. En este punto, se modifica el artículo 6° de la ley 25.603, autorizando a la Aduana a vender la mercadería previo cumplimiento de recaudos, con el fin de liberar espacio ocioso e integrar un fondo especial de cobertura para indemnizaciones que puedan corresponder a titulares de esas mercaderías con derecho a devolución.

Asimismo, el presente proyecto de ley en su título III contempla al comercio exterior de mercaderías falsificadas, incorporando a través del artículo 46 un principio prohibitivo frente al ingreso al mercado interno desde el exterior de mercaderías con marcas de fábrica o de comercio falsificadas, como la importación de mercaderías lesivas del derecho de autor.

Por último, las disposiciones previstas en el título IV del presente proyecto -artículo 47- remiten nuevamente al Código Aduanero contemplando la derogación del artículo 957 de la ley 22.415, que sostiene que "la clasificación arancelaria inexacta... no sería punible si se hubieren indicado todos los elementos necesarios para permitir al servicio aduanero la correcta clasificación arancelaria de la mercadería de que se tratare".

En la práctica, brindar los elementos necesarios no es algo factible de ser realizado en función de que el Sistema Informático María no lo permite. Por el contrario, exige que la declaración se ciña a los dichos de las posiciones arancelarias de la nomenclatura en uso, que siempre es precaria e incompleta, aun con la utilización de elementos como los sufijos de valor. Por lo tanto, la derogación es pertinente.

Señor presidente: el presente proyecto de ley sitúa a la nueva Aduana frente al comercio internacional de principios del siglo XXI. Remarca las mutaciones que experimenta el derecho aduanero ante la emergencia del derecho tributario aduanero.

En términos generales, los artículos comentados tipifican y acotan los perfiles de esta nueva rama del derecho tributario general reprimiendo el contrabando y la evasión fiscal.

Un tema central del presente proyecto de ley es la existencia indiscutible de la obligación tributaria aduanera, como la tipificación del contrabando agravado como un delito no excarcelable.

Asimismo, he comentado artículos que hacen a la declaración y clasificación de mercaderías referidos en última instancia al Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercaderías, lenguaje esencial para dar objetividad al cobro de los tributos al comercio exterior.

En especial la subdeclaración constituía un expediente de amplia aplicación y vigencia discrecional; en este sentido, podemos afirmar que el proyecto de ley procura un avance en la materia.

Cabe destacar que hoy en día es la OMC -Organización Mundial del Comercio- la que disciplina un sector estratégico como el comercio internacional. Al respecto, dotar a la AFIP de herramientas contra la falsificación marcaria se presenta como una oportunidad.

El mérito que ofrece el presente proyecto de ley es que vincula un marco conceptual de nuevo enfoque consistente con las legislaciones vigentes en los países que integran la OMC. Es decir, las disciplinas abordadas tienen vigencia en varios países del mundo, y hoy también lo hace así nuestro país. La incorporación de restricciones para rectificar las declaraciones aduaneras, la protección de los derechos marcarios, la adecuación de la figura del contrabando menor, las mayores sanciones en materia de contrabando y la facilitación de la disposición de mercaderías comprendidas en procesos contenciosos, persiguen la armonización del país con los estándares aduaneros internacionales.

Interpretar las señales internacionales en la materia significa insertar al país en la comunidad internacional y agilizar la operatoria aduanera a través de una gestión eficiente propia del siglo XXI, mediante una regulación prudencial, con el objeto de promover el intercambio de bienes y servicios sobre la base de la legalidad. 

Para finalizar, quiero señalar que, a diferencia de lo que dicen algunos legisladores nacionales, este Congreso no está dibujado. Hoy, está a punto de sancionar una importante ley, que es muy necesaria para que el país siga avanzando.

El Congreso tiene mucho que ver en esta Argentina. Digo esto porque, según declaraciones que vienen haciendo algunos legisladores de la oposición, pareciera que el Parlamento no sanciona leyes necesarias. La iniciativa en debate es necesaria; así lo entendió la oposición y el presidente de la Comisión de Economía, señor diputado Iglesias, por la Unión Cívica Radical.

Por las razones expuestas, solicito el voto afirmativo para la sanción de este proyecto de ley.

Sr. Presidente Arnold.- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Cantini, Guillermo Marcelo.- Señor presidente: estamos próximos a aprobar la modificación de la ley 22.415 de Código Aduanero, que viene siendo emparchada desde el año 1981. Se han presentado varios proyectos en esta Cámara con el objeto de hacer una revisión total de esa ley, pero lamentablemente siempre encaramos la cuestión desde la parte fiscalista de la Administración Nacional de Aduanas. En algún momento tendremos que encarar una modificación completa del Código Aduanero, adecuándolo al Código del Mercosur. Asumimos este compromiso hace unos cuantos años en Ouro Preto, pero todavía está pendiente en esta Cámara.

El proyecto de ley en discusión es bastante complejo. Se trata de una modificación que abarca varios items, pero tiene algunas falencias que en alguna ocasión tendremos que corregir.

Todos aquellos que alguna vez tuvimos contacto con la Aduana tenemos la percepción de que se trata de controlar todo para controlar nada. Sucede que modificamos muchas normas, controlamos muchos papeles pero no vamos hacia un control directo de mercadería. El fin último de la Administración Nacional de Aduanas es controlar el ingreso y egreso de las mercaderías.

Se establecen muchas normas intermedias y muchas autorizaciones previas, pero en definitiva quien decide si ingresa o egresa una mercadería es una sola persona. La Administración Nacional de Aduanas es un organismo que tiene más de siete mil hombres en todo el país, y losdedicados a controlar la mercadería son aproximadamente 150.

Si queremos hacer un país con fronteras abiertas y que esto no perjudique a nuestra industria nacional, debemos comenzar a poner más atención en la estructura de la Administración Nacional de Aduanas. No creo que modificando la ley vayamos a evitar la evasión; es simplemente un paso. La evasión tanto impositiva como aduanera se evita modificando la percepción que tiene el controlante del controlador. La percepción de la Aduana que hoy tiene el comerciante es que se trata de un organismo débil y fácilmente permeable. Por más que nos metamos por los vericuetos de la ley 22.415 y establezcamos mayores penas, si no le damos a la Administración Nacional de Aduanas las herramientas necesarias para fortalecer el contralor, sólo vamos a estar modificando parcialmente una ley.

Desde el interbloque Federal vamos a apoyar este proyecto porque creemos que es un avance. Sin embargo, me gustaría contar con el compromiso de los demás legisladores para que oportunamente efectuemos un serio análisis de la ley 22.415. Cabe aclarar que esta norma se sancionó en el año 1981. Recién escuchaba al señor diputado Iglesias hablar de la importancia que significa no delegar poderes; esta ley, que contiene varios capítulos, contempla la delegación de poderes y de facultades. Esto es así porque en el momento en que se sancionó el Congreso de la Nación no funcionaba. Entonces, hasta inconstitucionalmente, varios de esos artículos delegan en el Poder Ejecutivo facultades que son exclusivas del Congreso de la Nación, y eso no se ha tocado. Por ejemplo, el artículo 755 delega en el Poder Ejecutivo la creación de las retenciones. Recordemos que las retenciones no son más que un impuesto a la exportación. Por lo tanto, la Constitución prohíbe esa delegación expresa de la creación de un impuesto por parte del Poder Ejecutivo, pero como afecta la contabilidad del Estado quizás preferimos no ver ese artículo del Código y sí otros que permiten recaudar.

-- Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Honorable Cámara, don Eduardo Oscar Camaño. 

Sr. Cantini, Guillermo Marcelo.- Debemos comenzar a percibir la Aduana no sólo como un ente de recaudación, sino también, y fundamentalmente, como una oficina que controla la calidad, especie y cantidad de las mercaderías que ingresan y egresan del país. Si solamente nos preocupamos por controlar la parte impositiva, vamos a tener graves fallas en los sistemas de verificación de la calidad y cantidad de mercaderías que ingresan.

Quizás los que no conocen la materia desconocen que la Aduana se ha ido autorreglamentando por medio de resoluciones aduaneras. Por ejemplo, si quiero importar un simple tornillo de cabeza redonda tengo 27 intervenciones previas, pero si deseo importar un automóvil, quizás lo pueda hacer directamente. Entonces, ¿a quien debe defender la Aduana? ¿Por qué hay una cierta burguesía nacional que trabaja continuamente sobre dicho organismo para pedir una protección a las mercaderías distrayendo el control general que debe tener la Aduana. 

Creo que estos son temas que debemos analizar en profundidad, más en este momento cuando nuestro país, a espaldas de este Parlamento, ha reconocido a China dentro de la Organización Mundial del Comercio. Eso le va a quitar o ya le quitó a la Aduana la mayoría de las herramientasque tenía para detener el ingreso indiscriminado de productos chinos a la Argentina. Son temas que debemos estudiar, pero en mi opinión la sanción del proyecto de ley en consideración constituye un avance. 

En la consideración en particular propondré a la comisión dos modificaciones referidas al artículo 31 y al artículo 44 -que sustituye el artículo 6°-, que en mi opinión revisten importancia para el tratamiento de las mercaderías que pueden ser perjudiciales para la salud. Lo explicaré más en detalle en oportunidad del debate en particular, pero lo importante es que las mercaderías nocivas para la salud no vayan a un proceso de negociación o de remate posterior a la detección del contrabando. 

En definitiva, señor presidente, este es un buen proyecto de ley, pero le falta muchísimo para ser un proyecto de ley de control aduanero. Entonces, como legisladores, asumamos el compromiso de modificar la ley 22.415, que se sancionó cuando este Congreso estaba cerrado, de adecuarla al comercio mundial y de erradicar toda la delegación de poderes que ella contempla.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. Marino, Juliana Isabel.- Señor presidente: en términos generales, nuestro bloque ha considerado muy oportunas algunas de las modificaciones propuestas por este dictamen de las comisiones de Economía y de Presupuesto y Hacienda a la ley 22.415, como por ejemplo las de los artículos 122, 123 y 124, el aumento de las penas a los delitos de contrabando del artículo 863 en adelante y la actualización de las sanciones y las multas.

Es muy interesante acompañar este tipo de modificaciones, pero queremos dejar constancia de algunas preocupaciones y dudas que se nos presentaron en virtud de que no integramos ninguna de las dos comisiones dictaminantes, por lo cual no hemos podido ser testigos del debate pertinente.

Algunas de las dudas que se nos presentan se refieren a las modificaciones de los artículos 1.058 y 1.126 en relación con la eliminación de los efectos suspensivos. Al respecto, quisiera consultar al miembro informante cómo operará en realidad la derogación del artículo 957, vinculado con las modificaciones conexas de los artículos 224, 225 y 322.

Los diputados que no hemos tenido oportunidad de trabajar en el trámite en comisión de esta iniciativa no alcanzamos a comprender exactamente el valor que se está sosteniendo al retirar al servicio aduanero su autoridad en la clasificación de las mercaderías que se importan y se exportan. Si esto no es así pido una aclaración. 

Para nosotros aparece extremadamente taxativa la carga sobre el declarante en relación con la clasificación y su vinculación con la posición arancelaria. Por ese motivo solicitamos a la comisión una mayor afirmación en el sentido de no vulnerar la situación de los declarantes y manifestantes, sobre los cuales se recargará la responsabilidad de la adecuada clasificación, con la consiguiente posición arancelaria.

Si la norma brindara -quizá lo hace y nosotros no logramos desentrañarlo- dos o tres alternativas en cuanto a esta clasificación, se comprendería más adecuadamente la situación de responsabilidad del declarante en este caso. 

Obran en nuestro poder muchos fallos y antecedentes sobre la forma en que operaba hasta ahora el artículo 957. Por ello, estamos formulando estas preguntas. Aunque no sea posible que estas dudas sean aclaradas en este momento, de todas maneras queremos acompañar el conjunto de las otras intenciones que el proyecto de ley plantea, solicitando autorización a la Presidencia para insertar una valoración más profunda de toda la iniciativa. 

Sr. Presidente Camaño.- En oportunidad de la votación en general, se autorizarán las inserciones solicitadas y a solicitar por los señores diputados en el curso de la presente sesión.

Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Polino, Héctor Teodoro.- Señor presidente: nuestro bloque no tenía representación en las comisiones de Economía y de Presupuesto y Hacienda cuando se consideró este proyecto de ley. 

Digo que no tenía porque recientemente fui designado por la Presidencia en la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Por esa razón, no firmamos el dictamen, ya que no integrábamos las comisiones en el momento en que se elaboró. 

Al igual que en las exposiciones anteriores, consideramos que el proyecto constituye un avance, pero a las dudas que ya expuso la diputada Juliana Marino, quiero agregar otras, y espero que el miembro informante pueda hacer algún comentario sobre ellas antes de la votación.

Los cambios más significativos los encontramos en las disposiciones penales, donde se incrementa el mínimo de la pena de prisión prevista en los supuestos contemplados en los artículos 863, 864 y 865.

El artículo 863 actualmente reprime con penas de seis meses a ocho años a quien impidiere o dificultare la actuación del servicio aduanero para el control sobre las exportaciones e importaciones. El proyecto eleva la pena mínima de prisión de seis meses a dos años, manteniendo el máximo de ocho años. 

El artículo 864 reprime con prisión de seis meses a ocho años a quien importe o exporte mercadería en horas o por lugares no habilitados, desviándola para evitar el control aduanero. Aquí también se eleva la pena mínima de seis meses a dos años, quedando el máximo en ocho años. 

El artículo 865, que se refiere a la intervención de tres o más personas en calidad de autores, eleva el mínimo actual de dos años a cuatro, dejando el máximo en diez. 

Esto tiene importancia porque el tratamiento que se da es distinto al de los supuestos de tráfico de estupefacientes o de armas, donde las penas quedan iguales; el dictamen de la comisión no las modifica. Y en estos delitos, que son mayores, no entiendo por qué las penas continúan siendo de tres a doce años, como en el régimen actual.

En cuanto a las modificaciones que se introducen a la ley 25.603, que regula el procedimiento a seguir con las mercaderías que se encontraren en la Aduana sin conocerse su destinatario o titular, el artículo 6° que se modifica prevé actualmente que la venta podrá realizarse siempre y cuando no medie oposición expresa del juez interviniente o funcionario administrativo competente, y que previamente deberán obtenerse muestras representativas, la clasificación arancelaria y la valoración, todo ello para ser utilizado como prueba en el proceso.

Ahora bien, la modificación propuesta establece que el servicio aduanero dispondrá la venta de la mercadería, de la cual notificará a la autoridad judicial o administrativa que corresponda a efectos de que en el plazo de diez días indique la muestra representativa de la mercadería que estime necesaria y su conservación a fin de ser utilizada en el proceso. Yo pregunto lo siguiente, porque es lo que normalmente va a suceder: ¿el artículo no prevé qué sucede si el plazo vence y quien debía expedirse no lo hizo? Porque podría darse el caso de que la venta se realice sin que se extraigan las muestras necesarias y se pierda la prueba que puede resultar importante para la prosecución del expediente, tanto judicial como administrativo. Es decir que el proyecto prevé acelerar los procedimientos, que actualmente se desarrollan con lentitud, impulsando modificaciones en ese sentido, pero sin que la normativa vigente -o la que se dicte- contemple las consecuencias que puedan resultar de su sanción.

Por último, ante la ampliación de las facultades del servicio aduanero yo pregunto si no estaremos vulnerando garantías de carácter institucional tales como la de defensa en juicio o la del debido proceso. Así, se le permite disponer clausuras de tres a diez días hábiles sin intervención del juez competente, con el solo deber de comunicarlo y sin que la parte pueda defenderse en forma previa a la aplicación de la medida. Me refiero al artículo 3° del proyecto que modifica el artículo 124 del Código Aduanero.

Para concluir, a las dudas que planteaba la señora diputada Juliana Marino yo agrego estos tres interrogantes, y quisiera recibir una explicación del señor miembro informante antes de la votación en general para quedarnos más tranquilos.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por el Chaco.

Sr. González, Rafael Alfredo.- Señor presidente: comparto lo que plantearon los señores diputados que me han precedido en el uso de la palabra en el sentido de que este proyecto avanza en la eficientización del trabajo que tiene que hacer la Aduana y además le otorga instrumentos que ella misma ha requerido en función de su experiencia.

Obviamente esta norma, al igual que cualquier otra, no será perfecta, pero si bien es cierto que su análisis pudo haber dejado de lado ciertas cuestiones, hemos estimado en las comisiones que se trataba de un avance y que aquellas cuestiones sin definición iban a poder ser subsanadas sin lugar a dudas en el proceso operativo de la Aduana y también en la reglamentación que se produzca para la futura ley. 

Respecto de algunos planteos efectuados por el señor diputado Polino en relación con los temas de clausura, cabe aclarar que no se va más allá de las facultades que tiene la Administración Federal de Ingresos Públicos para la clausura de comercios frente a una circunstancia específica. Son clausuras muy breves, y se producen cuando se presenta el hecho motivador de las mismas. Si no se hiciera efectiva la clausura, ésta perdería totalmente el sentido.

Esto se debatió en su momento en la Comisión de Economía. Tuvimos en cuenta los plazos y que la comunicación se hiciera en forma inmediata. Obviamente, la autoridad judicial frente a una incorrección puede actuar. 

Cuando analizamos el tema en las comisiones creímos que el texto que estaba propuesto como despacho satisfacía las dos cosas que se buscaban. Por un lado, resguarda al administrado de la acción de la administración y, por otro, hace efectiva la acción de la administración, porque de otra manera se vería pasar la incorrección, la omisión del cumplimiento de las obligaciones, muchas veces formales y otras veces impositivas, y la administración no tendría los instrumentos necesarios para actuar.

Comparto algunas expresiones del señor diputado Cantini en el sentido de que es posible que sea necesario el reestudio y la reformulación de todo el sistema, pero también es cierto que muchas veces lo mejor es enemigo de lo posible. Entonces, siempre estamos en la disyuntiva de si seguimos esperando para analizar el conjunto o vamos proponiendo soluciones parciales.

La otra cuestión es que este es un proyecto que manda el Poder Ejecutivo de este gobierno, que ha puesto de manifiesto su vocación de controlar y recaudar. Inclusive la ha puesto de manifiesto con resultados concretos, que se han observado con el incremento de los recursos fiscales, muchos de los cuales son fruto de un mejoramiento de la eficiencia del sistema. En esa dirección se ha dado el trabajo y el consenso en la comisión. 

Quiero rescatar que solamente en cuatro artículos de este largo proyecto de ley no se encontró el consenso necesario en la comisión entre el sector privado vinculado al proceso del comercio exterior, la Administración Nacional de Aduanas y la AFIP. En esas cuestiones la comisión tomó partido y redactó los artículos correspondientes, lo cual hizo que nosotros hayamos estimado al momento de despachar el dictamen que cumplimos con el análisis de la iniciativa en forma razonable. Asimismo estaban cubiertas la mayoría de las cuestiones que este proyecto de ley prevé, por lo cual la iniciativa estaba en condiciones de ser debatida en este recinto.

Por todo lo expuesto, creo que sería una consecuencia lógica del trabajo realizado en las comisiones aprobar el presente proyecto.

Sr. Tinnirello, Carlos Alberto.- Pido la palabra.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene que anotarse antes, señor diputado. Cuando el bloque mayoritario cierra el debate no se puede volver a pedir la palabra.

Busquemos un mecanismo de funcionamiento, señores diputados; nos queda un año por delante y no quiero volver a discutir este tema. Es necesario anotarse antes. Por hoy haré una excepción, pero terminemos con esta práctica.

Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Tinnirello, Carlos Alberto.- Señor presidente: agradezco esta posibilidad.

Simplemente, quiero dejar sentada mi postura abstencionista en relación con este proyecto.

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar en general el dictamen de las comisiones de Economía y de Presupuesto y Hacienda recaído en el proyecto de ley mediante el cual se modifica la ley 22.415 y sus modificatorias, sobre Código Aduanero, y la ley 25.603, sobre disponibilidad de bienes de terceros en depósitos aduaneros.

-- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- Se va a votar si se efectúan en el Diario de Sesiones las inserciones solicitadas y a solicitar por los señores diputados en el curso de la presente sesión.

-- Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- Se harán las inserciones solicitadas.

Si hay asentimiento de la Honorable Cámara procederemos a considerar en particular la normativa por títulos.

--Asentimiento.

Sr. Presidente Camaño.- En consideración en particular el título I, que comprende los artículos 1° a 43. 

Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Cantini, Guillermo Marcelo.- Señor presidente: quiero proponer una modificación al artículo 31 del título I y solicito que se me anote para hacer lo mismo respecto del artículo 44 del título II.

Propongo agregar al final del artículo 31 el siguiente párrafo: "Cuando se trate de las mercaderías enunciadas en el párrafo anterior, el servicio aduanero procederá a su decomiso y destrucción".

En el último párrafo del artículo, tal como figura en el proyecto, se establece que cuando se trata de tabaco y sus derivados el hecho se considerará infracción aduanera de contrabando menor cuando el valor en plaza de la mercadería objeto de contrabando o su tentativa fuere menor de treinta mil pesos. De esta forma vamos a tener una gran cantidad de infracciones menores y una gran cantidad de cigarrillos de contrabando que vuelven a la plaza. Es por ello que solicito a la comisión el agregado señalado.

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por el Chaco.

Sr. Gonzalez, Rafael Alfredo.- Señor presidente: la comisión acepta la modificación propuesta.

Sr. Presidente Camaño.- Con la modificación propuesta por el señor diputado Cantini y aceptada por la comisión se va a votar el título, I que comprende los artículos 1° a 43. 

--Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el título II, que comprende los artículos 44 y 45.

Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. Cantini, Guillermo Marcelo.- Señor presidente: en el mismo sentido que en la propuesta de modificación anterior, habría que agregar al final del artículo 44 un párrafo con el siguiente texto: "En el supuesto de tratarse de tabaco y sus derivados, el servicio aduanero procederá a su decomiso y destrucción."

Sr. Presidente Camaño.- Tiene la palabra el señor diputado por el Chaco.

Sr. Gonzalez, Rafael Alfredo.- Señor presidente: la comisión acepta la modificación propuesta.

Sr. Presidente Camaño.- Con la modificación propuesta por el señor diputado Cantini y aceptada por la comisión se va a votar el título II, que comprende los artículos 44 y 45. 

--Resulta afirmativa.

Sr. Presidente Camaño.- En consideración el título III, que comprende el artículo 46.

Se va a votar.

--Resulta afirmativa.

--Sin observaciones se vota y aprueba el título IV, artículo 47.

--El artículo 48 es de forma.

Sr. Presidente Camaño.- Queda sancionado el proyecto de ley. 

Se comunicará al Honorable Senado.
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